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DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL / MILITAR RETIRADO DEL SERVICIO / CALIFICACIÓN FICHA MÉDICA POR LA JUNTA MÉDICO LABORAL. “Obran en la foliatura dos derechos de petición suscritos por la apoderada del señor Vélez Cano dirigidos a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, uno radicado el 10 de marzo de 2015  solicitando que se calificara la ficha médica y se le diera continuidad al trámite del proceso de realización de la Junta Médico Laboral (folio 22) y otro del 25 de septiembre de 2015 por medio del cual se requirió la activación de los servicios médicos  al accionante (folio 23).  Así mismo, el señor Vélez Cano diligenció el formato de actualización de datos de Medicina Laboral de la Dirección de Sanidad el 18 de enero de 2016 (folio 12) y adjuntó copias de solicitudes de concepto médico para ortopedia (folio 15) y audiometría tonal seriada (folio 17) con fecha del 28 de julio de 2015. Por su parte, ninguna de las entidades demandas se pronunciaron con respecto a los hechos y pretensiones del señor Vélez Cano, toda vez que no ejercieron su derecho de defensa, pese al oportuno requerimiento efectuado dentro de este trámite; de tal manera, que esta Sala considera viable dar lugar a la aplicación de la regla sobre la presunción de veracidad, dispuesta en el artículo  20 del Decreto 2591 de 1991, ante el desinterés de las accionadas en rendir alguna información con respecto a lo solicitado por el actor. En tal virtud, el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991 establece la presunción de veracidad (…). Tal como quedó establecido anteriormente, el actor anexó a su escrito de tutela dos solicitudes de concepto médico por presentar lumbalgia y trastorno de la audición expedidas por la Dirección de Sanidad (Fls. 15 y 17), lo que al parecer fue la causa de retiro de las Fuerzas Militares, por lo que presenta un estado de salud menguado y sin que se le hubiera realizado el tratamiento médico pertinente. Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencia T-510 de 2010 definió que las circunstancias en que la atención médica debe extenderse a los antiguos miembros de las Fuerzas Militares, aun cuando estos ya hubiesen sido retirados del servicio activo. Éstas se encuentran obligadas a garantizar la prestación de estos servicios a los militares retirados (…). Así las cosas, pese a que el señor José Gregorio Vélez Cano en la actualidad se encuentra en estado inactivo, según certificado  visible a folio 14, lo cierto es que al mismo no se le han resuelto sus peticiones tendientes a que le realicen las prescripciones médicas ordenadas luego de su desvinculación de las Fuerzas Militares y así poder continuar con el trámite ante la Junta Médico Laboral, tal como lo requirió en sus derechos de  petición radicados el 10 de marzo y  el 30 de septiembre de 2015 (Fls. 22 y  23). Por lo anterior, esta Sala de Decisión considera que resulta necesario proteger y tutelar el derecho a la seguridad social del señor Vélez Cano con el fin de que la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional de las Fuerzas Militares de Colombia reactive el servicio médico que le venía prestando al accionante para que se lleven a cabo las órdenes que los galenos tratantes le ha expedido y así continúe con los trámites pertinentes ante la Junta Médico Laboral.”.
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1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por el señor José Gregorio Vélez Cano en contra del Ministerio de Defensa Nacional y la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la salud, a la seguridad social y al trabajo.

2. RESUMEN ANTECEDENTES

Indicó el accionante que se desempeñó como soldado profesional por un tiempo aproximado de seis años hasta que fue retirado por disminución de la capacidad laboral, mediante el acto administrativo OAP No.1618 del 20 de junio de 2013.  

Señaló el actor que ante los múltiples inconvenientes de salud por enfermedades y patologías adquiridas durante el servicio militar, decidió radicar ficha médico laboral de retiro para que fuera valorado nuevamente, pero adujo que dicha actuación fue dilatada por un año por el doctor Luis Carlos Rodríguez.  Posteriormente, la Dirección de Sanidad le expidió órdenes sin que a la fecha haya podido realizarse los exámenes prescritos, toda vez que fue informado que los servicios médicos habían sido desactivados por la causal de abandono del tratamiento, situación que le ha causado un perjuicio irremediable.

Por lo anterior, solicitó que se tutelen sus derechos fundamentales a la seguridad social, la salud y la vida digna, y en tal virtud, se ordene a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional que active los servicios médicos necesarios para realización de los exámenes requeridos por los especialistas con el fin de determinar el avance de sus patologías y se le practique el tratamiento pertinente.

Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela a folios 12 al 43.

2.2. Mediante auto del 13 de diciembre de 2016 esta Sala avocó el conocimiento de la presente actuación, se ordenó correr traslado a las entidades accionadas y dispuso vincular a la Junta Médico Laboral de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional (folio 46).
2.3.  Ninguna de las entidades demandadas y vinculada dieron respuesta a la acción de tutela.    

3. CONSIDERACIONES DE LA SALA

3.1 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

3.2 Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

3.3. Problema jurídico 

3.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculadas han vulnerado los derechos fundamentales a la seguridad social, la salud y a la vida digna del señor José Gregorio Vélez Cano, de manera tal que amerite la concesión del amparo.  

3.3.2. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

3.3.3.  Además de lo anterior, el principio de inmediatez constituye un requisito de procedibilidad de la acción de tutela, por lo que su interposición debe ser oportuna y razonable con relación a la ocurrencia de los hechos que originaron la afectación o amenaza de los derechos fundamentales invocados. La petición ha de ser presentada en un tiempo cercano a la ocurrencia de la amenaza o violación de los derechos. Si se limitara la presentación de la demanda de amparo constitucional, se afectaría el alcance jurídico dado por el Constituyente a la acción de tutela, y se desvirtuaría su fin de protección actual, inmediata y efectiva de tales derechos.  Por lo tanto, la inactividad o la demora del accionante para ejercer las acciones ordinarias, cuando éstas proveen una protección eficaz, impide que resulte procedente la acción de tutela. Del mismo modo, si se trata de la interposición tardía de la tutela, igualmente es aplicable el principio de inmediatez, según el cual la falta de ejercicio oportuno de los medios que la ley ofrece para el reconocimiento de sus derechos no puede alegarse para el beneficio propio del sujeto de la omisión o la tardanza.
Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho que la regla jurisprudencial acerca del principio de la inmediatez, ordena al juez de tutela constatar si existe un motivo válido, entendiéndolo como justa causa, para el no ejercicio de la acción constitucional de manera oportuna. “Es así como en la Sentencia T- 743  de 2008 se establecen las circunstancias que el juez debe verificar cuando esta frente a un caso de inmediatez, así: i) Si existe un motivo válido para la inactividad de los accionantes; ii) si esta inactividad injustificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión;  iii) Si existe un nexo causal entre el ejercicio inoportuno de la acción y la vulneración de los derechos de los interesados; y iv) si el fundamento de la acción de tutela surgió después de acaecida la actuación violatoria de los derechos fundamentales, de cualquier forma en un plazo no muy alejado de la fecha de interposición.
 
La Corte en Sentencia T-037 de 2013 ha señalado que la solicitud de amparo es procedente, cuando trascurrido un extenso lapso de tiempo entre la situación que dio origen a la afectación alegada y la presentación de la acción, sean analizadas las condiciones específicas del caso concreto, es decir, la valoración del requisito de inmediatez se vuelve menos estricto bajo las siguientes circunstancias:
 
“(i) La existencia de razones que justifiquen la inactividad del actor en la interposición de la acción. (ii) La permanencia en el tiempo de la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales del accionante, esto es, que como consecuencia de la afectación de sus derechos, su situación desfavorable continúa y es actual. [5] (iii) La carga de la interposición de la acción de tutela resulta desproporcionada, dada la situación de debilidad manifiesta en la que se encuentra el accionante; por ejemplo, el estado de indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, incapacidad física, entre otros”. 
De acuerdo a lo anterior, este Tribunal estudiará el caso en concreto si se tiene en cuenta que el señor Jorge Gregorio Vélez Cano continúa a la espera de una respuesta de fondo por parte de la entidad demandada y que tiene que ver con la activación de los servicios médicos, toda vez que tiene pendiente la realización de unos exámenes prescritos por los galenos de Sanidad del Ejército Nacional.

3.4. SOLUCIÓN AL CASO CONCRETO 
3.4.1. De las manifestaciones hechas en el escrito introductorio y de las pruebas allegadas al presente trámite, la Sala observa que el señor José Gregorio Vélez Cano prestó sus servicios como soldado en el Ejército Nacional, a quien el 5 de diciembre de 2013 el Tribunal Médico Laboral de Revisión le efectuó un examen físico determinando que el mismo presentaba “1. Roto-escoliosis, lumbalgia crónica con leve limitación a la extensión de columna dorso-lumbar.  2.  Paludismo tratado sin secuelas valorables.  3. Hipoacusia neuro-sensorial bilateral de 25 decibeles” (Fls. 18-21).  Obran en la foliatura dos derechos de petición suscritos por la apoderada del señor Vélez Cano dirigidos a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, uno radicado el 10 de marzo de 2015  solicitando que se calificara la ficha médica y se le diera continuidad al trámite del proceso de realización de la Junta Médico Laboral (folio 22) y otro del 25 de septiembre de 2015 por medio del cual se requirió la activación de los servicios médicos  al accionante (folio 23).  Así mismo, el señor Vélez Cano diligenció el formato de actualización de datos de Medicina Laboral de la Dirección de Sanidad el 18 de enero de 2016 (folio 12) y adjuntó copias de solicitudes de concepto médico para ortopedia (folio 15) y audiometría tonal seriada (folio 17) con fecha del 28 de julio de 2015.
3.4.2. Por su parte, ninguna de las entidades demandas se pronunciaron con respecto a los hechos y pretensiones del señor Vélez Cano, toda vez que no ejercieron su derecho de defensa, pese al oportuno requerimiento efectuado dentro de este trámite; de tal manera, que esta Sala considera viable dar lugar a la aplicación de la regla sobre la presunción de veracidad, dispuesta en el artículo  20 del Decreto 2591 de 1991, ante el desinterés de las accionadas en rendir alguna información con respecto a lo solicitado por el actor.  En tal virtud, el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991 establece la presunción de veracidad en los siguientes términos: 

“Si el informe no fuere rendido dentro del plazo correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa.” Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencia T-214 de marzo 28 de 2011, explicó que: “la presunción de veracidad fue concebida como un instrumento para sancionar el desinterés o negligencia de la entidad pública o particular contra quien se ha interpuesto la demanda de tutela, en aquellos eventos en los que el juez de la acción requiere informaciones y las entidades o empresas no las rinden dentro del plazo respectivo, buscando de esa manera que el trámite constitucional siga su curso, sin verse supeditado a la respuesta de las entidades referidas”
3.4.3. En lo que tiene que ver con el acceso a la seguridad social de las personas que prestaron su servicio ante las Fuerzas Militares, la Corte Suprema de Justicia en decisión de tutela radicado 44.837 del 11-09-2013 (M.P. Dra. Elsy del Pilar Cuello Calderón) hizo relación a la siguiente jurisprudencia: 
“se debe mencionar que la obligación de afiliar o de prestar directamente la seguridad social, cuando así se imponga,  perdura mientras el subordinado, en este caso un militar, se encuentre ligado con el empleador; excepcionalmente, va más allá de la relación laboral, en algunas eventualidades, como por ejemplo, cuando se trata de recuperar la salud del trabajador, afectada con ocasión del ejercicio de sus funciones y cuya deficiencia provoca la ruptura del vínculo. Al respecto en la sentencia T-516 de 2009 se exponen de manera clara los eventos en los que deberá inaplicarse la regla general del régimen especial de las Fuerzas Militares, que establece que estarán cubiertos por el sistema de seguridad social en este régimen solamente las personas que cumplan con los requerimientos taxativamente consagrados en la ley. En consecuencia señala en qué eventos el Estado garantizará a los miembros y ex miembros de las fuerzas militares su acceso a la seguridad social. Se presentan 3 situaciones: (…) Segunda. Cuando la lesión o enfermedad (i) es producida durante o por ocasión de la prestación del servicio y (ii) es generada como producto directo de la actividad desempeñada o (ii) es la causa de la desincorporación de las fuerzas militares o de policía, las fuerzas militares o policía deberán hacerse cargo de la atención médica”.  (Subrayas nuestras)
Tal como quedó establecido anteriormente, el actor anexó a su escrito de tutela dos solicitudes de concepto médico por presentar lumbalgia y trastorno de la audición expedidas por la Dirección de Sanidad (Fls. 15 y 17), lo que al parecer fue la causa de retiro de las Fuerzas Militares, por lo que presenta un estado de salud menguado y sin que se le hubiera realizado el tratamiento médico pertinente. Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencia T-510 de 2010 definió que las circunstancias en que la atención médica debe extenderse a los antiguos miembros de las Fuerzas Militares, aun cuando estos ya hubiesen sido retirados del servicio activo. Éstas se encuentran obligadas a garantizar la prestación de estos servicios a los militares retirados, siempre que se cumplan las condiciones siguientes, a saber:

“El primero de ellos se configura cuando la persona adquirió una lesión o enfermedad desde antes de incorporarse a las fuerzas militares, la cual representa una amenaza cierta y actual del derecho a la vida en condiciones dignas, y del derecho a la integridad física. En este caso, la dependencia correspondiente de sanidad militar debe continuar brindando atención médica integral (i) si la enfermedad o lesión preexistente no fue detectada en los exámenes psicofísicos de ingreso, debiendo hacerlo, y (ii) se agravó como consecuencia del servicio militar. 
 

El segundo tipo de excepciones se genera en los eventos en que la lesión o enfermedad es producida durante la prestación del servicio. Cuando ello ocurre, las fuerzas militares o de policía deben continuar haciéndose cargo de la atención médica si la lesión o enfermedad (i) es producto directo del servicio; (ii) se generó en razón o con ocasión del mismo; o (iii) es la causa directa de la desincorporación de las fuerzas militares o de policía. Por su parte, el tercer tipo de excepciones lo constituyen los casos en los cuales la lesión o enfermedad tiene unas características que ameritan la práctica de exámenes especializados para determinar el nivel de incapacidad laboral de la persona o el momento en que esta fue adquirida.” [7]   
 Frente a estas circunstancias, le corresponde a la entidad brindarle al afectado toda la asistencia médica que requiera, pues sería contrario a los fines del Estado Social de Derecho que “la Fuerza Pública, se niegue a prestarle los servicios de salud a quien al ingresar a prestar sus servicios a la patria, tenía unas óptimas condiciones de salud y una vez fuera del mismo le persistan unas lesiones ocasionadas por causa y razón de la prestación del servicio militar”.[8] (Subrayas fuera del texto original)
3.4.4. Así las cosas,  pese a que el señor José Gregorio Vélez Cano en la actualidad se encuentra en estado inactivo, según certificado  visible a folio 14, lo cierto es que al mismo no se le han resuelto sus peticiones tendientes a que le realicen las prescripciones médicas ordenadas luego de su desvinculación de las Fuerzas Militares y así poder continuar con el trámite ante la Junta Médico Laboral, tal como lo requirió en sus derechos de  petición radicados el 10 de marzo y  el 30 de septiembre de 2015 (Fls. 22 y  23).  
Por lo anterior, esta Sala de Decisión considera que resulta necesario proteger y tutelar el derecho a la seguridad social del señor Vélez Cano con el fin de que la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional de las Fuerzas Militares de Colombia reactive el servicio médico que le venía prestando al accionante para que se lleven a cabo las órdenes que los galenos tratantes le ha expedido y así continúe con los trámites pertinentes ante la Junta Médico Laboral. 
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley
FALLA

Primero: TUTELAR el derecho fundamental a la seguridad social al señor José Gregorio Vélez Cano. 
Segundo: ORDENAR a la Dirección General de Sanidad de las Fuerzas Militares que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, realicen los trámites administrativos pertinentes para la reactivación del servicio médico en salud al José Gregorio Vélez Cano con el fin de que se le practiquen los exámenes que tiene pendientes y pueda realizar el trámite ante la Junta Médico Laboral del Ejército Nacional.

Tercero: Desvincular del presente trámite al Ministerio de Defensa Nacional.
Cuarto: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ 
Secretario
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